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León, Guanajuato, a tres de septiembre del año dos mil siete. . . . . . . . . . 

V I S T O S  para resolver los autos del recurso de inconformidad identificado con el número de expediente 048/2005, promovido por el ciudadano Eugenio Pérez Velázquez, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que manifiesta el recurrente haber tenido conocimiento del acto impugnado, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, sin que la autoridad demandada al contestar el recurso haya manifestado lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la determinación de la Tesorería Municipal de registrar como titular de la cuenta predial número 01-P-003246-001 y cuenta catastral 03-003-047-007-000, a nombre de María Guadalupe Velázquez de Pérez, respecto del inmueble ubicado en Avenida Nicaragua 708, de la colonia Loma Bonita, de esta ciudad, se desprende tanto de los recibos de pago que, por concepto de impuesto predial de los años dos mil tres y dos mil cuatro del inmueble antes descrito, se encuentran expedidos a favor del recurrente, mientras que el correspondiente al año dos mil cinco está expedido a nombre de Maria Guadalupe Velázquez de Pérez, recibos que en original se acompañaron al escrito inicial de recurso; como de la manifestación que hace la autoridad demandada en su escrito de contestación, en el sentido de señalar que el hecho de haber entregado al recurrente un recibo a nombre de otra persona no le causa agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

CUARTO.- Por ser una cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, la autoridad demandada, al contestar el recurso, hace valer la causal de improcedencia derivada de la fracción VIII del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en relación con la fracción VII del artículo 30 del mismo Reglamento, al hacer señalar que el último precepto citado, dispone que uno de los requisitos que debe contener el escrito de recurso, es el de agravios que le cause el acto impugnado, y que en el caso concreto, el recurrente omite señalar agravios de legalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Es infundada dicha causal, en virtud de que, si bien es cierto la fracción VIII del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, dispone que debe declararse la improcedencia cuando ésta se desprenda de alguna disposición legal, en tanto que la fracción VII del artículo 30 del mismo ordenamiento señala como requisito del escrito inicial del recurso: . . . . . . . . . . . . . . . 

"VII.- Los agravios que le cause el acto o resolución impugnada; y.". . . . . . . . . . . . . . . . 

También lo es que, contrario a lo expresado por la autoridad demandada, en la presente causa administrativa sí se hizo valer un agravio por el recurrente, el que debe ser materia de análisis al entrar al estudio de fondo del asunto, por lo que resulta infundada la causal aducida por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Al no haber hecho valer, la autoridad demandada ninguna otra causal de improcedencia y sobreseimiento, este Juzgador, de oficio, advierte que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en relación a la fracción I del artículo 57 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, al no afectarse los intereses jurídicos de la parte inconforme, por las siguientes razones: . . . 

El interés jurídico, es un requisito de procedibilidad del recurso de inconformidad, en contra de actos de la autoridad y solamente lo tiene el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido por un precepto jurídico contenido en Ley  y el cual resulte afectado con un acto de una autoridad, en este caso, de carácter municipal; ello en congruencia a lo establecido por el segundo párrafo del artículo 206 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato que a la letra dice:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206.- Los actos y resoluciones dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . . . . . .

Los actos y resoluciones dictadas por el Presidente Municipal y por las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal podrán ser impugnadas mediante el Recurso de Inconformidad cuando afecten intereses jurídicos de los particulares.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En este sentido, el artículo 28, fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato en vigor, señala: . . . . . . . . . . . . . . . . .  


“Artículo 28.- El recurso de inconformidad que se promueva ante los Jueces Administrativos Municipales, procederá en contra de: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


I.- Actos y resoluciones jurídico administrativos que el Presidente Municipal, Titulares de las Dependencias centralizadas y entidades de la administración pública municipal dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares"; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Conforme a los señalados artículos, para la procedencia del recurso de inconformidad, es un requisito “sine qua non” que la parte recurrente acredite que tiene interés jurídico, el cual para efectos del recurso de inconformidad, se traduce en la existencia de un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado, por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa, a favor del recurrente, ocasionándole un perjuicio. . . . . . . 

Así las cosas, en el caso que nos ocupa, al consistir el acto impugnado en la determinación de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, de registrar como titular de la cuenta predial número 01-P-003246-001 y cuenta catastral 03-003-047-007-000, a nombre de María Guadalupe Velázquez de Pérez, respecto del inmueble ubicado en Avenida Nicaragua 708, de la colonia Loma Bonita de esta ciudad, en tanto que, al decir del recurrente -tercer párrafo del punto VI del escrito de interposición del recurso de inconformidad-, debe estar a su nombre, porque es el nuevo propietario desde el año dos mil dos; dicha determinación no le conculca derecho subjetivo alguno, toda vez que no aportó prueba que acredite su afirmación de ser propietario, pues se limita a sostener que le fueron vulneradas sus garantías de seguridad jurídica y legalidad, en tanto que la autoridad demandada, al contestar el recurso, manifestó que, respecto del inmueble en cita, no se realizó el pago del impuesto sobre traslación de dominio a favor del recurrente, por lo que, para este juzgador, el acto que impugna no constituye afectación a la esfera jurídica del recurrente, ya que éste no puede considerarse como conculcatorio del derecho de posesión o propiedad que pudiera tener el recurrente, no obstante el haber aportado dos recibos de pago del impuesto predial expedidos a su nombre como contribuyente ya que los mismos no son idóneos ni eficientes para demostrar que la posesión del inmueble la tiene en concepto de dueño, en virtud de que sólo prueban los pagos de impuesto que en ellos se consigna, ello por no haberse efectuado el pago del impuesto sobre traslación de dominio que es lo que, en un momento dado, engendraría la titularidad de un  derecho subjetivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo ya señalado, al no haber afectación a los intereses jurídicos del recurrente se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en relación a la fracción I del artículo 57 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato y en consecuencia procede decretar el sobreseimiento del presente recurso de inconformidad, sin entrar al estudio del fondo del asunto ni al análisis del agravio planteado en el escrito inicial del recurso. . 

Sirven de apoyo a todas las consideraciones y razonamientos antes expresados, el criterio que sobre interés jurídico, sostiene el máximo Tribunal de la Nación en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“INTERÉS JURÍDICO PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. En términos de lo dispuesto en el artículo 73, fracción V, de la Ley de Amparo, el juicio de garantías es improcedente en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso. Por interés jurídico, presupuesto de la acción de amparo, de acuerdo con la doctrina y con la jurisprudencia, debe entenderse que el quejoso sea titular de un derecho subjetivo, público o privado, que resulte lesionado por el acto de autoridad que se reclame. El derecho subjetivo requiere de la reunión de tres elementos: la existencia de un interés exclusivo, actual y directo; que ese interés sea reconocido y tutelado por la ley, y que esa protección se resuelva en la aptitud de su titular de exigir del obligado la satisfacción de ese interés, mediante la prestación debida. Para que el interés sea exclusivo, actual y directo, es preciso que sea personal, que exista al momento de promover el juicio constitucional y que el bien que se persiga conduzca a la satisfacción de una necesidad del titular. Ese interés estará reconocido y protegido por la ley, cuando exista una norma jurídica creada para garantizar en forma directa e inmediata su satisfacción. Esto sucederá cuando de la norma surja una relación jurídica en virtud de la cual una persona (sujeto activo) tenga el derecho de exigir la satisfacción de su interés, y otra persona (sujeto pasivo) -que podrá ser un particular tratándose de derechos subjetivos privados, o un órgano estatal tratándose de derechos subjetivos públicos- tenga el deber de satisfacer tal interés a través de una prestación de contenido positivo, de dar o hacer, o de contenido negativo, de no hacer. Desde luego, para que sea efectiva la tutela del interés, el orden jurídico debe conceder a su titular los medios para su satisfacción, que pueden consistir en recursos o en acciones judiciales. En este sentido, y en lo que respecta a los derechos subjetivos en el ámbito público, como los que se producen en las relaciones administrativas, no habrá derecho subjetivo si la norma no fue dictada para garantizar en exclusiva situaciones jurídicas particulares frente al poder público, porque entonces no existirá un interés individual tutelado por el orden jurídico, sino un interés de hecho o simple. Así sucede con las normas que rigen la actuación de la autoridad en beneficio único de la colectividad, en cuyo caso la norma tutela el interés general sin reconocer ni proteger un interés particular o individual distinto de aquél. Lo anterior no implica negar a cada particular su interés en que el funcionamiento de la actividad estatal se desarrollo conforme a la ley, lo que sucede es que dicho particular tiene un interés que, derivado de su condición de integrante de la comunidad, se confunde con el interés general, y como tal es semejante al de cualquier otro miembro del grupo social, de manera que no recibe una protección jurídica individualizada que permite exigir el cumplimiento de la norma, por lo que ese interés vago e impreciso sólo puede manifestarse a través de la acción popular. En el juicio de garantías no procede la acción popular, pues uno de sus principios es que el promovente tenga titularidad de un derecho subjetivo, por lo que es obvio que los intereses simples del quejoso no bastan para tener por acreditado el interés jurídico.”. Séptima Época, instancia Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación,  Volumen 205-206 Sexta Parte, visible a página 271”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual forma, el criterio que sostiene la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la obra intitulada “Criterios 2000-2006”, que la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación. (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.)”. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 49 fracción V y 50 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa de León, Guanajuato; 57, fracción I, y 58, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al trámite del Recurso de Inconformidad, por así disponerlo el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente recurso de inconformidad, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . .
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . 

